
 

 
 

INICIATIVA QUE  REFORMA  Y ADICIONA  DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA  LEY  GENERAL  

DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS,  A CARGO DEL  DIPUTADO  CÉSAR AGUSTÍN  

HERNÁNDEZ  PÉREZ, DEL  GRUPO PARLAMENTARIO  DE MORENA 

César Agustín Hernández Pérez, integrante del Grupo Parlamentario Morena en la LXIV Legislatura, en 
ejercicio de la facultad conferida en los artículos 71, fracción II, 72 y 78 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 55 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al 
tenor del siguiente 

Planteamiento del problema 

La corrupción es un problema transversal que en México ha alcanzado índices de destrucción del estado de 
derecho, todos los organismos nacionales e internacionales colocan a México en los primeros lugares, sea cual 
sea el tema que se relacione con mediciones de corrupción. 

Actualmente, el país ocupa el primer lugar en el porcentaje de ciudadadanos que han sobornado a algún 
funcionario público para acceder a un servicio público gratuito u obligatorio para el funcionario; o bien, para 
librarse de alguna imposición, pago o sanción. 

La corrupción tiene varios planos que deben ser atajados: la impunidad galopante que impera en nuestro 
territorio, el altísimo número de funcionarios que incurren en actos de corrupción, el índice de 51 por ciento de 
población que recurre a medios transgresores de las disposiciones administrativas y las autoridades 
jurisdiccionales que con medios propios de corrupción, liberan y solapan a otros actores y otros actos de 
corrupción. 

Argumentos 

El Sistema Nacional Anticorrupción, que entró en operación en julio de 2017, no ha logrado mayores avances 
de los que se obtuvieron al ser aprobados los mecanismos legislativos de este sistema en julio de 2016. De la 
población mexicana, 61 por ciento percibe que la corrupción en el país va en aumento. 

La corrupción no es un crimen sin víctima, el Estado mexicano y el desarrollo integral de nuestro país pagan la 
factura de nuestra convivencia diaria con los actos de corrupción, se calcula que se pierden 347 mil millones de 
pesos anuales, de acuerdo con los más recientes números de la organización Transparencia Internacional, 
mientras tanto el Fondo Monetario Internacional estima que la corrupción mexicana equivale a 2 por ciento del 
producto interno bruto. 

Considerando que esta cantidad representa la mitad del presupuesto del Instituto Mexicano de Seguridad Social 
o que con ella se podría multiplicar por 10 la cantidad de alunmos de la Universidad Nacional Autónoma de 
México nos podemos dar cuenta que en dos rubros de trascendental importancia, la corrupción impide 
radicalmente el desarrollo nacional. 

Sobra decir que el desarrollo social en todos sus aspectos no solo se ve comprometida, si no totalmente 
sometida al arbitrio de los funcionarios que desvían los recursos a su cuenta personal o pactan con particulares 
ganancias a cambio de permitir graves transgresiones de la ley en todos sus esferas, ámbitos y materias, esto, 
con total indolencia hacia los beneficiarios de los diversos programas de desarrollo. 



 

 
 

Es muy probable que los corruptos y corruptores simplemente no imaginen la cadena de elementos perniciosos 
que engarza en su totalidad y que proviene de sus actos de corrupción, no es ninguna exageración decir que la 
corrupción no solo cuesta dinero y desarrollo, la corrupción cuesta vidas directa e indirectamente. 

La impunidad que se deriva de la corrupción de los sistemas de persecución de delitos y administración de 
justicia agrava directamente la comisión de delitos y el ascenso de la violencia aplicada por los delincuentes, al 
saberse protegidos e impunes, no cabe duda que la corrupción estimula el narcotráfico, la trata de personas, la 
desaparición forzada, los secuestros el abuso infantil y la violencia de género, la violencia política y electoral y 
hasta los simples asaltos a mano armada, todos estos delitos tienen un saldo mortal con números inverosímiles. 

Pero no sólo eso: la falta de inversión en el desarrollo o la aplicación distorsionada de esta inversión es causal 
de incontables muertes, en salud por ejemplo, da lugar a muertes por enfermedades curables, o prevenibles y 
por casos totalmente previsibles y evitables; en diseño de inmuebles y su arquitectura origina construcciones 
que no cumplen con las normas, técnicas y principios adecuados de seguridad que lamentablemente provocan 
graves y numerosas muertes. 

Las referencias a los ofensivos efectos de la corrupción pueden ser profusos y siempre serán ominosos y 
dramáticos, por lo que todas las medidas para hacer frente a la corrupción y sus niveles no sobran en tanto sean 
viables, justas y aplicadas. 

Propuesta 

La presente iniciativa, tomando en cuenta el grave avance y la agresiva transcendencia de la corrupción, 
pretende insertar en las normas nacionales administrativas expresamente la figura de la prevaricación judicial y 
la inhabilitación permanente de los servidores públicos, así como de los particulares que cometan faltas 
administrativas graves. 

Por una parte, la prevaricación judicial es actora principalísima en la amplia impunidad que caracteriza nuestra 
realidad social, el dictado de resoluciones injustas o contrarias a la ley, ya sean normas sustantivas o adjetivas, 
abonan al hundimiento y retroceso del país en todos sus ámbitos y ángulos, por lo que además de su 
consideración en el Código Penal en su apartado de delitos cometidos contra la administración de justicia por 
servidores públicos, se busca incluirlo formalmente en la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

La corrupción de jueces, magistrados o ministros debe considerarse la peor de las formas de corrupción y una 
flagrante traición al derecho de la población a la justicia, la seguridad jurídica y un estado de derecho sólido, 
por lo que lo incluimos en el apartado de faltas graves de los servidores públicos y debiese sancionarse con la 
inhabilitación ya sea temporal o permanente atendiendo a la gravedad del acto o sus implicaciones. 

En cuanto a la inhabilitación permanente se propone para aquellos casos tan graves que socialmente no pueden 
ser resarcidos con la inhabilitación temporal y mucho menos con el traslado del servidor público corrupto a otra 
dependencia o entidad de la administración pública, o bien, los que por cuantía superar toda posibilidad de 
considerar la reintegración de ese funcionario al trabajo público. 

Proponemos la cuantía para la inhabilitación permanente en doscientas cinco veces el valor mensual de la 
unidad de medida y actualización, además de incluir en esta hipótesis normativa a las personas físicas y morales 
y a los particulares en situación especial. 

La inhabilitación permanente para las personas físicas se coloca en los mismos términos que para los servidores 
públicos con los que unen para realizar actos de corrupción, deriven éstos en delitos o no. 



 

 
 

Las personas morales enfrentarán la inhabilitación permanente en la particularización de la prohibición para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas a los integrantes de los órganos de 
administración, representación, vigilancia o los socios de la persona moral, que participen en los actos de 
corrupción de los que se trate, para evitar que las personas físicas corruptas cambien el nombre de la persona 
moral y vuelvan a actuar corruptamente. 

Y los particulares en situación especial, que de acuerdo con la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas son los candidatos a cargos de elección popular, miembros de equipos de campaña electoral o 
de transición entre administraciones del sector público y líderes de sindicatos del sector público, podrían ser 
inhabilitados permanentemente de acuerdo a la gravedad o cuantía de la falta cometida. 

Fundamento 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, fracción XVI, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
someto a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas  

Único. Se adicionan el artículo 63 Bis, una fracción V y un quinto párrafo al artículo 78, recorriendo el orden 
de los subsecuentes, un inciso c) en la fracción I y un inciso c) en la fracción II del artículo 81, recorriendo el 
orden de los subsecuentes y una fracción tercera al artículo 84, recorriendo el orden de los subsecuentes; y se 
reforma el párrafo cuarto del artículo 78 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, para quedar 
como sigue: 

Capítulo III De los Actos de Particulares Vinculados con Faltas Administrativas Graves 

Artículo 63 Bis. Incurrirá en prevaricación el servidor público con competencia jurisdiccional reconocida 
por la ley que 

I. A través de una resolución injusta atenta contra determinadas garantías procesales especificamente 
tipificadas. 

II. Dicta, a sabiendas, una resolución de fondo o una sentencia definitiva que sean ilícitas por violar 
algún precepto terminante de la ley, o ser contrarias a las actuaciones seguidas en juicio, recayendo 
una resolución manifiestamente injusta. 

III. Omita dictar una resolución de trámite, de fondo o una sentencia definitiva lícita, dentro de los 
términos dispuestos en la ley. 

En los casos en que la resolución haya sido dictada por órganos colegiados, deberán darse en cada uno de 
los miembros del mismo las características y responderán todos ellos como coautores sin ser suficiente 
que se haya votado a favor de la propuesta de resolución, siendo preciso que la adhesión se produzca con 
conciencia de la ilicitud de la misma. Quienes han votado en contra o se han abstenido no asume 
responsabilidad ninguna. 



 

 
 

Existe prevaricación cuando comparadas con cualesquiera de las posibles interpretaciones de la norma la 
que se hizo resulta manifiesta, clara y terminantemente contrarias al ordenamiento jurídico. La 
revocación en una segunda instancia de una resolución no da lugar a responsabilidad penal. 

Artículo 78. Las sanciones administrativas que imponga el tribunal a los servidores públicos, derivado de los 
procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves consistirán en 

I. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

II. Destitución del empleo, cargo o comisión; 

III. Sanción económica; y 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. 

V. Inhabilitación permanente para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y 
para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, sin posibilidad revertir 
esta sanción una vez que cause ejecutoria. 

A juicio del tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, siempre y cuando 
sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de la falta administrativa grave. 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa dias naturales. 

En caso de que se determine la inhabilitación temporal, será de uno hasta diez años si el monto de la afectación 
de la Falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y 
actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite y hasta doscientas cinco veces el 
valor mensual de la unidad de medida y actualización. 

Cuando el monto de afectación de la falta administrativa grave, sea mayor que doscientas cinco veces el 
valor mensual de la unidad de medida y actualización, la inhabilitación que imponga el tribunal deberá 
ser permanente. 

Cuando no se causen daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de tres meses a 
un año de inhabilitación. 

Título Cuarto Sanciones 

Capítulo Irisaciones por Faltas de Particulares 

Artículo 81. Las sanciones administrativas que deban imponerse por faltas de particulares por comisión de 
alguna de las conductas previstas en los capítulos III y IV del título tercero de esta ley consistirán en 

I. Tratándose de personas físicas: 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos o, en caso de no 
haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de cien hasta ciento cincuenta mil veces el valor diario 
de la unidad de medida y actualización; 



 

 
 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, 
según corresponda, por un periodo que no será menor de tres meses ni mayor de ocho años; 

c) Inhabilitación permanente para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas; y 

d) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la hacienda pública federal, local o municipal, o 
al patrimonio de los entes públicos. 

II. Tratándose de personas morales: 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos, en caso de no 
haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de mil hasta un millón quinientas mil veces el valor 
diario de la unidad de medida y actualización; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, por 
un periodo que no será menor de tres meses ni mayor de diez años; 

c) Inhabilitación permanente para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas a los integrantes de los órganos de administración, representación, vigilancia o los socios de 
la persona moral, que participen en los actos de corrupción de los que se trate; 

d) La suspensión de actividades, por un periodo que no será menor de tres meses ni mayor de tres años, la 
cual consistirá en detener, diferir o privar temporalmente a los particulares de sus actividades comerciales, 
económicas, contractuales o de negocios por estar vinculados a faltas administrativas graves previstas en 
esta ley; 

e) Disolución de la sociedad respectiva, la cual consistirá en la pérdida de la capacidad legal de una persona 
moral, para el cumplimiento del fin por el que fue creada por orden jurisdiccional y como consecuencia de 
la comisión, vinculación, participación y relación con una Falta administrativa grave prevista en esta ley; 

f) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública Federal, local o municipal, o 
al patrimonio de los entes públicos. 

Para la imposición de sanciones a las personas morales deberá observarse además, lo previsto en los artículos 24 
y 25 de esta ley. 

Las sanciones previstas en los incisos c) y d) de esta fracción sólo serán procedentes cuando la sociedad obtenga 
un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus 
socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse 
con faltas administrativas graves. 

A juicio del tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones señaladas, siempre que sean 
compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad de las faltas de particulares. 

Se considerará como atenuante en la imposición de sanciones a personas morales cuando los órganos de 
administración, representación, vigilancia o los socios de las personas morales denuncien o colaboren en las 
investigaciones proporcionando la información y los elementos que posean, resarzan los daños que se hubieren 
causado. 



 

 
 

Se considera como agravante para la imposición de sanciones a las personas morales el hecho de que los 
órganos de administración, representación, vigilancia o los socios de las mismas, que conozcan presuntos actos 
de corrupcion de personas físicas que pertenecen a las no los denuncien. 

Capítulo IDisposiciones Comunes para la Imposición de Sanciones por Faltas Administrativas Graves y Faltas 
de Particulares 

Artículo 84. Para la imposición de las sanciones por faltas administrativas graves y Faltas de particulares se 
observarán las siguientes reglas: 

I. La suspensión o la destitución del puesto de los servidores públicos serán impuestas por el tribunal y 
ejecutadas por el titular o servidor público competente del ente público correspondiente; 

II. La inhabilitación temporal para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, y para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, será impuesta por el tribunal y 
ejecutada en los términos de la resolución dictada; 

III. La inhabilitación permanente para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, 
y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, será? impuesta por el 
tribunal y ejecutada en los términos de la resolución dictada; y 

IV. Las sanciones económicas serán impuestas por el tribunal y ejecutadas por el Servicio de Administración 
Tributaria en términos del Código Fiscal de la Federación o por la autoridad competente de la entidad 
federativa correspondiente. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de septiembre de 2018. 

Diputado César Agustín Hernández Pérez (rúbrica) 

 

 


